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A alguno parece sorprender 
que el presidente del Gobier-
no haya decidido realizar un 

viaje oficial a la República de Cuba, 
cuando lo que de verdad debiera ser 
objeto de preocupación es el hecho 
de que la última visita oficial tuviera 
lugar en noviembre de 1986, con Feli-
pe González al frente de nuestro país. 
Pese a la ausencia de agenda oficial, 
Don Juan Carlos mantuvo siempre 
una buena relación con Fidel que se 
materializó –una vez más– con su 
presencia en los sepelios del Coman-
dante en noviembre de 2016 y la Casa 
Real está buscando fecha para visitar 
la isla (parece que a finales de 2019). 

No fue Felipe González el primer 
presidente en visitar la Isla Estado. 
Adolfo Suárez ya lo había hecho dos 
veces: en septiembre de 1978 (cuando 
fue  el primer jefe de un ejecutivo eu-
ropeo en visitar oficialmente Cuba) y 
en agosto de 1981, con encuentro con 
Fidel incluido. También Aznar, cuyo 
abuelo vivió en La Habana, pisó la isla 
en noviembre de 1999 junto a Don 
Juan Carlos y Doña Sofía, aquella vez 
como asistente a la IX Cumbre Ibero-
americana. Castro ya había sido reci-
bido el año anterior por el presidente 
del Gobierno en el Palacio de La 
Moncloa, un par de días después de 
conocerse ambos personalmente en 
Oporto.  Rodríguez Zapatero –ya ex-
presidente–, se entrevistó con Raúl 
Castro en La Habana en mayo de 
2015, y Mariano Rajoy a punto estuvo 
de hacerlo este mismo año. En los úl-
timos años Cuba ha recibido otras 
importantes visitas oficiales como las 
de François Hollande y Matteo Renzi 
en 2015, de Barack Obama y Justin 
Trudeau en 2016, Juan Manuel San-
tos en 2017 o Antonio Guterres en 
2018, Por supuesto, además recibió la 
visita de los Sumos Pontífices Bene-
dicto XVI (2012) y Francisco I (2015) 
¿Por qué, entonces, iba a ser Pedro 
Sánchez la excepción?  

Al fin y al cabo, España se mantiene 
como uno de los principales inverso-
res y socios comerciales de Cuba, 
ocupando el tercer lugar en ambas ca-
tegorías y solo después de China y Ve-
nezuela. La cifra anual de intercam-
bio comercial es de unos 950 millones 
de euros anuales y la inversión acu-
mulada podría sobrepasar los 300 mi-
llones de euros (muy concentrada en 
sectores como el tabaquero, turístico 
o servicios financieros). La tendencia 
es a futuro: durante el primer semes-
tre de 2018, las exportaciones españo-
las a Cuba crecieron un siete por cien-
to frente al semestre anterior. 

La agenda de Sánchez en La Haba-
na incluye importantes tareas como 
la renegociación de la deuda bilateral 
a largo y corto plazo, la puesta en 
marcha definitiva del fondo de con-
travalor del programa de conversión 
de deuda o el establecimiento de 

nuevos instrumentos destinados a la 
financiación de proyectos españoles 
en Cuba. El Gobierno cubano ha re-
conocido que la mayor cantidad de 
empresas y sucursales acreditadas en 
Cuba son españolas, y que pueden 
ser estratégicas en el desarrollo en 
sectores clave para la economía cu-
bana como el agroalimentario, finan-
ciero, hotelero, producción indus-
trial o las infraestructuras. Pero no 
solo en estos sectores la empresa es-
pañola es bienvenida: Cuba ha mos-
trado interés por modernizar su sis-
tema bancario, instaurar la adminis-
tración electrónica, crear un merca-
do alimentario mayorista, terminar 
de perfilar el régimen y alcance de los 
trabajadores autónomos –cuenta-
propistas– y de las cooperativas, así 
como agilizar los procesos de nego-
ciación y establecimiento de la inver-
sión extranjera.  

Como atractivos para la empresa 
española, Cuba ofrece seguridad, una 
situación geográfica clave para erigir-
se en el hub logístico del Caribe, capi-
tal humano altamente cualificado, 
una cartera de oportunidades de in-
versión que se renueva y publica 
anualmente con proyectos definidos 
y, especialmente, la oportunidad para 
el inversor extranjero de poder llegar 
a formar parte de una economía pla-

nificada. Cuba cuenta con instrumen-
tos jurídicos con los que proteger to-
das las inversiones extranjeras como 
la ley de inversiones extranjeras de 
2014 o su pertenencia a la Conven-
ción de Nueva York de 1958 en cuan-
to a reconocimiento y ejecución de 
laudos arbitrales extranjeros. Pero es 
que además las empresas españolas 
cuentan con otros instrumentos jurí-
dicos negociados ad hoc entre ambas 
naciones, como el Acuerdo de Pro-
moción y Protección Recíproca de 
Inversiones (Appri) o el Convenio pa-
ra Evitar la Doble Imposición. 

La experiencia demuestra que la 
inversión suele suceder a la exporta-
ción, y las empresas españolas –que 
vienen suministrando productos al 
mercado cubano desde hace, en al-
gunos casos, décadas– podrían lide-
rar procesos de inversión que bus-
quen producir en Cuba para abaste-
cer tanto al mercado interno como a 
otros países de la región. Dentro del 
marco de reforma y actualización del 
modelo socialista cubano, abandera-
do por una profunda reforma consti-
tucional, las empresas españolas –a 
rebufo de una activa diplomacia eco-
nómica– tienen los mimbres necesa-
rios para quedarse y crecer en la Cu-
ba de Díaz-Canel. 

L a concatenación de desvaríos a la que hemos 
asistido en las últimas semanas con ocasión de la 
sentencia del Tribunal Supremo 1505/2018 de 

16 de octubre sobre el sujeto pasivo de la cuota gradual 
de Actos Jurídicos Documentados (AJD), redefinida 
por los medios como impuesto a las hipotecas, muestra 
la irrefrenable tendencia a banalizar cuestiones tan 
técnicas y farragosas como la condición de sujeto pasi-
vo de un tributo. La banalización es un signo de nues-
tros tiempos y antesala de un populismo que parece 
que también ha llegado al mundo de los impuestos.  

Recordemos que la doctrina del Tribunal Supremo 
en esta materia, a partir del artículo 68,2 del Reglamen-
to del impuesto, venía postulando que el sujeto pasivo 
de AJD en escrituras de constitución de préstamo con 
garantía era el prestatario. En la sentencia del 16 de oc-
tubre pasado el Tribunal Supremo se aparta de esta te-
sis. Y lo hace defendiendo que para designar a tal sujeto 
hay que estar a la constitución de la hi-
poteca, aun cuando el artículo 15 del 
Texto Refundido establezca que las 
hipotecas en garantía de préstamo tri-
butarán exclusivamente como présta-
mo. El Supremo defiende que, para 
determinar el sujeto pasivo hay que 
atender a quién tenga interés en la for-
malización de la hipoteca, que para el Tribunal no pue-
de ser otro que el prestamista o acreedor hipotecario, 
es decir, el banco. Además, se declara la nulidad del ar-
tículo 68,2 del Reglamento.  

Siendo esta la doctrina sentada por el Tribunal Su-
premo, la publicación de la resolución que la contiene 
propició una sucesión de despropósitos que se pueden 
sintetizar en los que siguen:  

1. Dictada la sentencia por la sección segunda de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo el pleno de la sala 
decidió pronunciarse sobre este cambio de doctrina, 
como así lo hizo el pasado 4 de noviembre. Y ello, aun 
cuando dicho pleno no avocó el asunto durante su tra-
mitación, como podía haberlo hecho. Y todo ello, ha-
biendo reconocido el propio Tribunal Supremo que la 
sentencia es firme y no susceptible de revisión. Por eso, 
resulta sorprendente la decisión del pleno de mantener 
la doctrina anterior sobre el sujeto pasivo de AJD en 
préstamos hipotecarios frente al cambio propugnado 
por la sentencia 1505/2018. Y ello teniendo en cuenta 
que la resolución judicial había anulado un reglamento 
y que tal nulidad tiene necesariamente efectos ex tunc. 
No cabría, como también se llegó a proponer, limitar 

los efectos de la sentencia, pues la nulidad de un regla-
mento no es equiparable a la declaración de inconstitu-
cionalidad de una ley por el Tribunal Constitucional.  

2. La argumentación defendida por el Tribunal con-
taba con muchos elementos de crítica desde la pers-
pectiva estrictamente jurídica. Desde la no aplicación 
de la regla que dispone que toda la operación tributa 
como préstamo hasta la consideración del prestamista 
como único interesado en la formalización de la escri-
tura pública. Frente a ello se prefirió la crítica demagó-
gica, basada en el prejuicio de que es el banco el que de-
be pagar todos los gastos hipotecarios. Ya en la senten-
cia de 28 de febrero de 2018, el Tribunal Supremo se 
había referido a AJD como un gasto del cliente del ban-
co. El impuesto no sería una obligación definida por la 
ley sino un gasto más. Y todo ello para dar a entender 
que ese gasto debe soportarlo la parte más fuerte de la 
relación hipotecaria.  

3. Después del rocambolesco cambio de criterio del 
Tribunal Supremo, manteniendo su doctrina anterior 
pero afirmando la firmeza de la sentencia 1505/2018, el 
siguiente episodio vino de la mano del Decreto-Ley 
aprobado por el gobierno para modificar el sujeto pasi-
vo de la modalidad de AJD. Mediante una genuina ex-

presión de legislación propaganda, se 
consuma el atentado a la técnica jurí-
dica tributaria consistente en alterar 
el sujeto pasivo de un impuesto sin 
modificar aspecto alguno de su hecho 
imponible. Como si el sujeto pasivo no 
fuera el elemento subjetivo del hecho 
imponible y fuese posible designar in-

distintamente a un sujeto o a otro como contribuyente.  
Esto despropósitos eclipsaron la reflexión sosegada 

sobre el contenido de la sentencia. Pero también se 
echa de menos una discusión sensata sobre el futuro de 
un impuesto que, en la línea de los stamp duty, incide 
sobre la forma documental de ciertos actos o negocios. 
Desde el punto vista del Derecho de la Unión Europea 
estos impuestos suscitan problemas de discriminacio-
nes y dobles imposiciones (preámbulo de la Directiva 
2008/7/CE de 12 de febrero). Y desde la perspectiva in-
terna, AJD recae sobre la forma documental, no gra-
vando una verdadera manifestación de riqueza, lo que 
colisiona con la exigencia constitucional de capacidad 
económica. 

En suma, el debate debería girar en torno a la subsis-
tencia de AJD desde la perspectiva del papel que un tri-
buto sobre la forma jurídica puede tener en un sistema 
tributario moderno. La cuestión es si debe ser un im-
puesto o una tasa el instrumento para que contribuyan 
los sujetos que se benefician de la fe pública. Espere-
mos que el desatino, tan propio de la banalización, abra 
paso a la reflexión. 

Impuesto a las hipotecas:  
Hacia la banalidad fiscal
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